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RESUMEN 

 

La presente investigación lleva como título “El ejercicio de la potestad sancionadora 

administrativa y su implicación en el principio de imparcialidad como garantía del 

procedimiento”, que parte del Código Orgánico Administrativo, referente a la división del 

órgano instructor y el órgano sancionador, el mismo que debe ser de cumplimiento 

obligatorio en cada una de las instituciones pública del Estado. De esta manera, el propósito 

de la presente investigación, es el estudio de la potestad sancionadora administrativa y el 

principio de imparcialidad como garantía del procedimiento. El diseño metodológico 

adecuada a una investigación jurídico social, a través del método inductivo, jurídico – 

analítico, dogmático, jurídico-doctrinal, jurídico – descriptivo, jurídico – correlacional y 

método estudio de caso; enfoque de la investigación cuantitativo y cualitativo; tipos de 

investigación puro, dogmático, jurídica exploratoria, jurídica correlacional y jurídico 

descriptiva; diseño de investigación no experimental. Adicional, se ha recolectado 

información gracias a los instrumentos de investigación, con lo cual se ha permitido plantear 

conclusiones y recomendaciones acorde a la problemática investigada, teniendo de manera 

general que existe falta de separación de funciones en la Agencia Nacional de Regulación, 

Control y Vigilancia Sanitaria y la Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios de 

Salud y Medicina Prepagada, es decir, no se cumple con lo establecido en el artículo 248 

numeral 1 del Código Orgánico Administrativo en concordancia con el artículo 76 numeral 

7 literal k de la Constitución de la República del Ecuador.  

 

PALABRAS CLAVES: potestad sancionatoria, órgano instructor, órgano sancionador, 

imparcialidad, procedimiento sancionador, debido proceso, vulneración, nulidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

ABSTRACT 

 

The title of this investigation is “The exercise of the administrative sanctioning power 

and its implication in the principle of impartiality as a guarantee of the procedure”, which is 

based on the Organic Administrative Code, referring to the division of the instructing body 

and the sanctioning body, the same as It must be mandatory in each of the public institutions 

of the State. In this way, the purpose of this investigation is the study of the administrative 

sanctioning power and the principle of impartiality as a guarantee of the procedure. The 

methodological design appropriate to a social legal investigation, through the inductive, legal 

- analytical, dogmatic, legal-doctrinal, legal - descriptive, legal - correlational method and 

case study method; quantitative and qualitative research approach; types of pure, dogmatic, 

exploratory legal, correlational legal and descriptive legal research; non-experimental 

research design. Additionally, information has been collected thanks to the research 

instruments, which has made it possible to draw conclusions and recommendations 

according to the problem investigated, generally considering that there is a lack of separation 

of functions in the National Agency for Regulation, Control and Surveillance. Health and 

the Quality Assurance Agency for Health Services and Prepaid Medicine, that is, the 

provisions of article 248, numeral 1 of the Organic Administrative Code are not complied 

with in accordance with article 76, numeral 7, literal k of the Constitution of the Republic of 

Ecuador. 

 

KEY WORDS: sanctioning power, investigating body, sanctioning body, 

impartiality, sanctioning procedure, due process, violation, nullity.



13 

CAPÍTULO I.  

 

INTRODUCCIÓN.  

 

El ejercicio de la potestad sancionatoria se encuentra regulada en el Código Orgánico 

Administrativo, en la que se establece la debida separación entre la función instructora y 

sancionatoria, tal como lo define el art. 248 numeral 1 del Código Orgánico Administrativo 

que establece: “En los procedimientos sancionadores se dispondrá la debida separación 

entre la función instructora y la sancionadora, que corresponderá a servidores públicos 

distintos” (Código Orgánico Administrativo [COA], 2017, art. 248, núm. 1).  

 

De esta manera, el ejercicio de la potestad sancionatoria parte de la administración 

pública al momento de establecer la debida separación de las funciones para así poder 

sancionar al administrado (persona natural o jurídica) que incumplió con alguna disposición 

o infracción, así se evidencia que la administración pública ejerce su facultad sancionatoria 

que es derivada del Estado constitucional de derechos y justicia, siendo necesario que se 

analice los hechos y que estos se subsuman a una infracción para así sancionar.  

 

Con esto y según lo determinado en el Código Orgánico Administrativo, la finalidad 

principal, del ejercicio de la potestad sancionatoria, es garantizar la imparcialidad 

reglamentada en el Art. 19 COA, pese a esto, a través de esta investigación se podrá 

describir que existen ciertas administraciones públicas que no cumplen con esta disposición 

legal, sino que erradamente existe un solo funcionario quien instruye el expediente y a la 

vez sanciona en el procedimiento administrativo sancionador, con lo que se puede 

evidenciar que no existe imparcialidad al momento de resolver.  

 

Con estos antecedentes, el presente proyecto tiene como propósito el estudio de la 

potestad sancionadora administrativa y el principio de imparcialidad como garantía del 

procedimiento, por lo que, mediante este análisis se identificará la problemática, así como 

las consecuencias que se pueden generar.  

 

Para lograr este propósito se realizó en dos partes: la primera mediante un estudio 

jurídico, doctrinario y crítico que permita describir la problemática actual; en la segunda 

parte, se aplicará instrumentos de investigación con el objetivo de obtener información de la 

población involucrada, es decir, los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Nacional de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento 

Jurídico de la Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina 

Prepagada; y, Abogados especialistas, información que se usará para realizar un correcto 

análisis del tema y plantear desde el campo jurídico recomendaciones para su solución.   

 

Por ser una investigación en el campo jurídico, la metodología corresponde a la 

siguiente: el enfoque es el cuantitativo y cualitativo, la problemática será estudiada a través 

de la aplicación de los métodos inductivo, jurídico – analítico, dogmático, jurídico-doctrinal, 

jurídico – descriptivo, jurídico – correlacional y método estudio de caso. Por los objetivos 
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que se pretende conseguir, la investigación es de tipo puro, dogmático, jurídica exploratoria, 

jurídica correlacional y jurídico descriptiva; mientras que, el diseño es no experimental 

debido a que se estudiará al problema sin la manipulación de sus variables. Para la 

recopilación de información se usará un cuestionario de preguntas cerradas, misma que será 

procesada mediante la utilización de técnicas matemáticas, lógicas e informáticas para su 

diagnóstico.  

 

Referente al marco conceptual, se dividirá en tres Unidades: En la Unidad I, 

denominado ejercicio de la potestad sancionadora, se detallará la definición, función 

instructora, función sancionatoria y el procedimiento administrativo sancionador. En la 

Unidad II, denominado principio de imparcialidad, se analizará la definición, características, 

elementos esenciales, el marco legal e internacional. Finalmente, en la Unidad III, 

denominado afectaciones, se describirá la vulneración al principio de imparcialidad, vicio 

del procedimiento y el estudio de caso práctico, se podrán aportar conclusiones y 

recomendaciones. 

 

Para finalizar, la investigación se estructurará conforme a lo establecido en el artículo 

16 numeral 3 del Reglamento de Titulación Especial de la Universidad Nacional de 

Chimborazo, que comprende: portada; introducción; planteamiento del problema; objetivos: 

general y específicos; estado del arte, marco teórico; metodología; presupuesto y 

cronograma del trabajo investigativo; referencias bibliográficas; anexos; y, visto bueno del 

tutor.  

 

1.1. Planteamiento del problema  

Es obligación de la administración pública velar por el cumplimiento del debido 

proceso en el procedimiento administrativo sancionador, de esta manera, se debe cumplir 

con lo dispuesto en el Art. 76 numeral 7 literal k de la Constitución de la República del 

Ecuador, que expresa que dentro de este procedimiento debe primar el derecho a la defensa 

que incluye el ser juzgado por una autoridad imparcial, lo cual tiene concordancia con lo 

dispuesto en el Art. 19 del Código Orgánico Administrativo, normativa legal en la que 

además, se describe el proceso y garantías del procedimiento administrativo sancionador.  

 

Así dentro del Código Orgánico Administrativo se señala que una de las garantías 

del procedimiento administrativo sancionador, es la separación entre el órgano instructor y 

el órgano resolutor, lo cual es aplicable dentro de todas las entidades públicas sancionatorias, 

con lo cual, debe existir un órgano que instruya el procedimiento administrativo sancionador 

representado por un funcionario que se encargará de la apertura del proceso e investigación 

para acto seguido enviar el proceso al órgano resolutor, quien no tendrá conocimiento del 

mismo por cuanto se ha mantenido al margen del procedimiento.  

 

Pese a esta disposición expresa, existen entidades públicas sancionatorias que no 

cuentan con esta separación del órgano instructor y resolutor, ocasionado que no se 

garantice el principio de imparcialidad como garantía del procedimiento administrativo 

sancionador, generando graves perjuicios al administrado por cuanto el procedimiento se 
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encuentra viciado al momento de resolver, con lo que se puede observar que éstas entidades 

públicas sancionatorias desconocen de la diferenciación orgánica entre acusación, 

instrucción y sanción.   

 

De esta manera la garantía de imparcialidad como uno de los principios rectores del 

Derecho Administrativo, lamentablemente en la práctica, no se cumple en ciertas 

instituciones públicas como por ejemplo: Agencia Nacional de Regulación, Control y 

Vigilancia Sanitaria – ARCSA, o, la entidad Agencia de Aseguramiento de la Calidad de 

los Servicios de Salud y Medicina Prepagada - ACESS, ocasionando que este principio se 

vulnere y se vicie el procedimiento sancionatorio especial, lo cual afecta de manera directa 

al administrado.   

 

Con estos antecedentes se deduce que es necesario realizar la presente investigación 

para determinar si el ejercicio de la potestad sancionadora administrativa (separación de la 

función instructora y función sancionatoria) se cumple o no en diversas entidades públicas, 

debido a que dentro de los procedimientos sancionadores administrativo se evidencia que un 

solo funcionario es el que se encarga de estas funciones, siendo un quebrantamiento al 

derecho administrativo sancionador porque puede ocasionar la vulneración del principio de 

imparcialidad como garantía del procedimiento.  

 

1.2. Justificación. 

Dentro del repositorio de la Universidad Nacional de Chimborazo, así como en la 

búsqueda en diversos repositorios institucionales se pudo observar que no existen 

investigaciones similares a la titulada: “El ejercicio de la potestad sancionadora 

administrativa y su implicación en el principio de imparcialidad como garantía del 

procedimiento”, por lo que, esta investigación es autónoma y de gran importancia para el 

derecho. 

 

Así la potestad sancionadora administrativa se encuentra garantizada porque el 

Estado lo avala por medio de sus órganos y entidades públicas, quienes cuentan con la 

representación de autoridades públicas quienes están vertidos de competencia para sancionar 

a un administrado (ciudadano) cuando este incumpla alguna de las disposiciones legales. 

Para el efecto se apertura un procedimiento administrativo sancionador, siendo necesario 

que se cumplan cada uno de los parámetros establecidos en la ley. 

 

De manera especial, la administración pública debe cumplir con lo establecido en el 

Art. 248 numeral 1 del Código Orgánico Administrativo que de manera expresa y puntual 

define que debe existir la separación entre el órgano instructor y el órgano sancionador, 

siendo necesario que sean diferentes servidores públicos, el fundamento de este enunciado 

normativo es velar por el cumplimiento del principio de imparcialidad. 

 

Lastimosamente esto no se cumple en ciertas institucionales públicas como la 

Agencia Nacional de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria y la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada, ocasionando que 
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el procedimiento administrativo sancionador sea conocido por un mismo servidor público 

que es el que se encargue de investigar y sancionar al administrado, dando como resultado 

final que se vulnere el principio de imparcialidad.   

 

1.3. Objetivos. 

 

1.3.1. Objetivo General. 

Analizar a través de un estudio jurídico- doctrinal, el ejercicio de la potestad 

sancionadora y su implicación en el principio de imparcialidad como garantía del 

procedimiento.  

 

1.3.2. Objetivos Específicos. 

 

Objetivo específico 1: Identificar el ejercicio de la potestad sancionadora en el 

ordenamiento jurídico ecuatoriano.  

Objetivo específico 2: Distinguir la naturaleza del principio de imparcialidad como 

garantía del procedimiento en el derecho administrativo sancionador. 

Objetivo específico 3: Examinar las posibles afectaciones por el incumplimiento del 

principio de imparcialidad, en el ejercicio de la potestad sancionadora.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



17 

CAPÍTULO II. MARCO TEÓRICO. 

 

2.1. Estado del Arte. 

Respecto del tema “El ejercicio de la potestad sancionadora administrativa y su 

implicación en el principio de imparcialidad como garantía del procedimiento” no se han 

realizados trabajos investigativos iguales; sin embargo, existen algunos similares al que se 

pretende realizar, cuyas conclusiones más importantes son las siguientes: 

 

El autor Boris Isaac Hernández Velásquez, en el año 2019, para obtener el título de 

Doctor en Derecho, Gobierno y Políticas Públicas, en la Universidad Autónoma de Madrid, 

realizó un trabajo investigativo titulado: “El principio de independencia e imparcialidad en 

el procedimiento administrativo sancionador de los servidores públicos: estudio comparado 

entre el sistema español y el sistema ecuatoriano” (Hernández, 2019, p. 1), concluye el 

mismo señalando que: 

 

Desde una perspectiva garantista, el procedimiento administrativo sancionador 

(PAS) en materia disciplinaria de los funcionarios públicos, vigente en España, 

estaría en tensión con los principios del debido proceso y tutela efectiva, puesto que 

se contempla que las funciones de instrucción y resolución sean cumplidas por 

funcionarios y autoridades de la misma entidad pública en que ha tenido lugar la 

presunta infracción, por lo que tales funcionarios tendrían roles de juez y parte, 

incompatibles con el principio de independencia e imparcialidad, en detrimento de la 

presunción de inocencia (Hernández, 2019, p. 3).  

 

La autora Tania Estefanía Caicedo Cortez, en el año 2021, para obtener el título de 

Abogada de los Tribunales de la República, en la Universidad Regional de los Antes, realizó 

un trabajo investigativo titulado: “Análisis jurídico del artículo 248 numeral 1° del Código 

Orgánico Administrativo que regula el procedimiento administrativo sancionador y su 

incidencia frente al principio de imparcialidad, en el Gobierno Autónomo Descentralizado 

Municipal de Montúfar” (Caicedo, 2021, p. 1), concluye el mismo señalando que: 

 

Para la fundamentación teórica sobre el procedimiento administrativo sancionador y 

las principales aristas que son objeto de estudio como son la separación de funciones 

que establece el artículo 248.1 del Código Orgánico Administrativo y la eficacia del 

principio de imparcialidad; sobre ello se ha logrado establecer que la separación de 

funciones consiste en la existencia de un órgano instructor y un órgano sancionador, 

mismas que deben ser aplicadas de forma obligatoria dentro de todas las instituciones 

regidas por el Código Orgánico Administrativo y en este caso por el Gobierno 

Autónomo Descentralizado Municipal de Montúfar (Caicedo, 2021, p. 48).  

 

El autor Jaime Antonio Chamorro Galdames, en el año 2014, para obtener el título 

de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales, en la Universidad de Chile, realizó un trabajo 

investigativo titulado: “El principio de imparcialidad en el marco del debido procedimiento 

administrativo sancionador” (Chamorro, 2014, p. 1), concluye el mismo señalando que: 
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La vigencia de la imparcialidad se debe observar no sólo durante toda la tramitación 

del correspondiente procedimiento administrativo sancionador sino incluso hasta 

antes de dicha tramitación. Su observancia debe ser con igual intensidad en la etapa 

previa al inicio del procedimiento, en la respectiva inspección administrativa. Lo 

anterior debe reflejarse en el acta que se levanta en esa inspección (Chamorro, 2014, 

p. 272).  

 

2.2.  Aspectos Teóricos. 

 

2.2.1. Unidad I: Ejercicio de la potestad sancionadora 

 

2.2.1.1. Definición  

Desde el punto de vista del derecho administrativo, el ejercicio de la potestad 

sancionadora se refiere al conjunto de facultades y prerrogativas que tiene una autoridad 

administrativa (administración pública) para imponer sanciones a personas naturales o 

jurídicas (administrados) que han incurrido en conductas que contravienen normativas, 

reglamentos o leyes autorizadas en el ámbito administrativo. Con esto, la potestad 

sancionadora permite “(…) mantener el orden del Estado y velar por el cumplimiento de sus 

fines; por ende, se le dotó de poder sancionatorio para que pueda reprimir las conductas que 

sean contrarias a estos objetivos” (Prado, 2012, p. 67).  

 

En tal virtud, las autoridades gubernamentales y administrativas tienen la 

responsabilidad de asegurar el cumplimiento de las normas y normativas que rigen su 

jurisdicción, lo cual ocurre cuando se descubren infracciones o incumplimientos de estas 

normativas, estas autoridades pueden ejercer la potestad sancionadora para imponer 

sanciones proporcionales a la gravedad de la infracción y según lo que establece la ley. 

Recordando que las actuaciones de las autoridades se guían según lo determinado en el Art. 

226 de la Constitución de la República del Ecuador que expresa: 

 

Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 

servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 

ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 

Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento 

de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 

Constitución (Constitución de la República del Ecuador [CRE], 2008, art. 226). 

 

En otra arista, el objetivo de la potestad sancionadora es mantener el orden, la 

legalidad y la protección de los intereses públicos, impidiendo conductas que puedan 

perjudicar a la sociedad en general o a terceros. De esta manera, el ejercicio de la potestad 

sancionadora debe realizarse dentro de los límites claros por la ley y el debido proceso, 

garantizando el respeto a los derechos fundamentales de las personas involucradas. Esto 

incluye el derecho a ser escuchado, a presentar pruebas, a recibir una resolución debidamente 

fundamentada, entre otros.  
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Es importante destacar que el ejercicio de la potestad sancionadora debe ser 

proporcional y razonable, evitando abusos o arbitrariedades por parte de las autoridades 

administrativas, siendo aspectos principales que se deben cumplir de manera obligatoria, y, 

en caso de que no se cumpa esto, el sistema jurídico, da la posibilidad de impugnar las 

sanciones impuestas a través de mecanismos de impugnación para garantizar que el proceso 

se haya llevado a cabo de manera justa y de acuerdo a las disposiciones de la ley. 

 

2.2.1.2. Función instructora  

La función instructora se refiere al proceso mediante el cual una autoridad 

administrativa lleva a cabo la investigación y recolección de pruebas dentro un 

procedimiento administrativo sancionador o en cualquier otro tipo de proceso administrativo 

que requiera la evaluación de hechos y circunstancias. De esta manera, la función del 

instructor es un componente esencial del debido proceso administrativo, ya que busca 

garantizar que las decisiones se tomen de manera informada, imparcial y justa. Sobre este 

tema la autora Cristina Ceccarini indica:  

 

El instructor del procedimiento en cuanto titular de la tarea de formular una propuesta 

de resolución debe colaborar y preparar el acierto en la resolución y en este sentido 

goza de una cierta discrecionalidad. Las distintas actividades que puedan ser 

desarrolladas por el funcionario instructor responsable del procedimiento pueden ser 

distinguidas (…) (Ceccarini, 2017, p. 70).  

 

En tal virtud, la autoridad que realiza la función instructora es conocida como órgano 

instructor, su principal responsabilidad es reunir la información pertinente y necesaria para 

que la autoridad competente pueda tomar una decisión debidamente fundamentada, esto 

implica la realización de actividades como la recopilación de testimonios, la obtención de 

documentos relevantes, la realización de peritajes si es necesario, y cualquier otra acción que 

ayude a establecer los hechos relacionados con el caso. En cambio, Jacobo Castillo 

determina lo siguiente:  

 

El órgano instructor es un órgano administrativo encargado de la instrucción de los 

procedimientos administrativos. Esto significa que se encarga de la recopilación, 

análisis y valoración de los hechos y documentos para formular una propuesta de 

resolución del asunto de que se trate. Esta propuesta se presenta después ante el 

órgano competente para su resolución. (…) Además, el órgano instructor debe ser el 

encargado de realizar todas las actuaciones necesarias para la tramitación de los 

procedimientos, así como para la gestión de los expedientes. Esta entidad debe velar 

por el principio de legalidad, imparcialidad, celeridad y eficacia en todas las 

actuaciones que lleve a cabo (García, 2022, pp. 9-10).  

 

A decir del autor González Navarro (2007) las actividades del órgano instructor son 

de tres clases: a) Por la aportación de información tanto de la administración pública como 

del administrado, sea por medio de medios probatorios que sirvan de base para la resolución 
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administrativa; b) Por la corroboración de la información que permite que se tenga el pleno 

convencimiento de la información aportada; y, c) Por la elaboración de informes no 

vinculantes para verter de datos al órgano sancionador.  

 

También es importante indicar que la función instructora busca asegurar que se 

respeten los derechos de todas las partes involucradas en el proceso administrativo, 

incluyendo el derecho a presentar pruebas, a ser escuchado, a tener acceso a la información 

recolectada, entre otros. Además, asimismo es sustancial que el órgano instructor sea 

imparcial y evite cualquier tipo de reunión entre los interesados con el argumento de la 

recopilación y evaluación de pruebas. 

 

Una vez que se completa la función instructora y se recopilan todas las pruebas 

relevantes, el órgano instructor elabora un informe en el que presenta los hechos y las 

pruebas recolectadas, este informe es remitido a la autoridad competente que tomará la 

decisión final en base a la información proporcionada. En muchos casos, este informe resulta 

sobre la sanción o recomendaciones de acción que se deben tomar en función de los 

hallazgos vertidos de la investigación. 

 

2.2.1.3. Función sancionatoria  

Desde el punto de vista del derecho administrativo, la función sancionatoria se refiere 

al conjunto de facultades y procedimientos que tiene la administración pública para imponer 

sanciones a las personas físicas o jurídicas que han incurrido en infracciones o violaciones a 

las normativas y regulaciones administrativas que “(…) servirá para ejercer control directo 

en razón de los administrados mediante la aplicación del procedimiento sancionador, esta 

potestad orienta la voluntad punitiva del Estado y por ende de la administración” (Yancha, 

2020, p. 11).  

 

Esta función tiene como objetivo principal mantener el orden, la legalidad y el 

correcto funcionamiento de la administración pública y de la sociedad en general, las 

sanciones pueden ser de diversa índole, como multas de carácter económico, suspensiones 

temporales de actividades, revocación de licencias, entre otras medidas, dependiendo de la 

gravedad de la infracción y de la normativa aplicable en cada caso. 

 

Es importante que la función sancionatoria se ejerza dentro de un marco legal 

establecido, respetando los principios de proporcionalidad, legalidad y debido proceso, esto 

significa que las sanciones deben estar previamente establecidas en la normativa, ser 

proporcionales a la gravedad de la falta cometida y que se respetan los derechos de los 

presuntos infractores, otorgándoles la oportunidad de defenderse y presentar pruebas antes 

de que se imponga la sanción definitiva. Finalmente, de manera puntual, la Oficina General 

de Transparencia, Ética Pública y Anticorrupción, expresa los siguientes puntos principales 

sobre esta función:  

 

Se inicia con el informe del Órgano Instructor. Recibe el informe oral del denunciado. 

Culmina con la resolución de sanción o de absolución. Se inicia con el informe del 
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Órgano Instructor. Recibe el informe oral del denunciado. Culmina con la resolución 

de sanción o de absolución (Oficina General de Transparencia, Ética Pública y 

Anticorrupción, 2019, p. 9).  

 

2.2.1.4. Procedimiento administrativo sancionador  

Por medio del procedimiento administrativo sancionador se materializa el ejercicio 

de la potestad sancionadora permitiendo que la administración pública representados por las 

instituciones, puedan mediante un conjunto de actos procesales, sancionar a un administrado, 

siempre y cuando se determine la existencia de la infracción y la responsabilidad, siendo 

necesario que se respeten los derechos y garantías del debido proceso. Sobre este tema la 

autora Patricia Yancha explica que:  

 

El procedimiento administrativo sancionador, se caracteriza por ser formal, debido 

a, que se ejerce una potestad otorgada por el Estado para determinar si es procedente 

la aplicación de una sanción a un ciudadano. Por lo tanto, todos los actos que ejecuten 

las entidades de la administración pública y aquellos relacionados a una sanción 

estarán enfocados en principios y garantías. Con el fin de que avalen una seguridad 

al administrado y que el mismo ejerza efectivamente las garantías del debido proceso, 

se entiende que el procedimiento actúa como una garantía para la defensa (Yancha, 

2020, p. 4).  

 

Con esto el medio adecuado para sancionar a un ciudadano (administrado) es 

accionando el procedimiento administrativo sancionador, siendo necesario que se determine 

a cabalidad el incumplimiento en el que ha recaído y que el mismo tenga una sanción 

proporcional, siendo este un principio de protección para el administrado que debe ser 

acatado por los representantes del Estado. De ahí la importancia de conocer la finalidad del 

procedimiento administrativo sancionar que según Patricia Yancha se divide en dos:  

 

(…) en primer lugar; ser un procedimiento especial que ejerce la potestad 

sancionadora de la administración, mediante un debido procedimiento 

administrativo, esto en consecuencia de que; el ciudadano al verse sometido en un 

procedimiento que acarrea una sanción, le resulta necesario y obligatorio acudir a 

mecanismos de fácil acceso, puede encontrarse a la par de la administración pública 

o en su medida posible y que evidentemente estos son el medio por, el cual, haga 

efectivo sus derechos el ciudadano. Por otro lado, de haberse comprobado la 

responsabilidad o culpabilidad administrativa genera su segundo fin el que resulta 

ser; establecer la sanción adecuada en proporción a aquello, que se ha logrado 

comprobar en el momento procesal oportuno (Yancha, 2020, p. 6).  

 

El procedimiento administrativo sancionador en el Ecuador está regulado 

principalmente por el Código Orgánico Administrativo y las Leyes especiales de cada 

organismos y entidad pública, en el caso de la presente investigación, las entidades de la 

Agencia Nacional de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; y, Agencia Aseguramiento 

de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada, guían sus actuaciones, a más del 
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Código Orgánico Administrativo, en fundamento a la Ley Orgánica de Salud y de manera 

subsidiaria al Código Orgánico General de Procesos, siendo el siguiente el procedimiento 

administrativo sancionador:  

 

Gráfico N° 1 Procedimiento administrativo sancionador  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Varios 

Autor: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

2.2.2. Unidad II: Principio de imparcialidad 

 

2.2.2.1. Definición  

El principio de imparcialidad, que es una noción importante en el contexto del 

derecho y la administración de justicia, se refiere a la idea de que las autoridades judiciales 

y administrativas deben ser imparciales y no mostrar favoritismo hacia ninguna de las partes 

involucradas en un proceso, de esta manera dentro de los sistemas judiciales, la 

imparcialidad es fundamental para garantizar un juicio justo y equitativo. 

Inicio 

Notificación 

Contestación 

Audiencia 

Prueba 

Resolución 

Recursos 

Ejecución 

Por medio de la máxima autoridad y 

da por apertura do el auto inicial. 

Reglas establecidas en el Art. 227 

de la Ley de Salud. 

Por escrito u oral, Art. 255 de la 

Ley de Salud. 

Reglas establecidas en el Art. 228 

de la Ley de Salud. 

Reglas establecidas en el Art. 229 

de la Ley de Salud. 

Dictamen dentro del término de 5 

días.  

Reglas establecidas en el Art. 232 

de la Ley de Salud. 

Cumplir con las medidas 

establecidas en la resolución.  
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Para el tratadista Manuel Ossorio la imparcialidad constituye la “falta de designio 

anticipado o de prevención en favor o en contra de personas o cosas, de que resulta poderse 

juzgar o proceder con rectitud” (Ossorio, 2021, p. 472), mientras que los autores Carlos 

Eduardo Durán Chávez y Carlos Daniel Henríquez Jiménez describen que el principio de 

imparcialidad “(…) comprende el atributo que tiene una persona – en el ámbito del derecho 

el juzgador – de evitar decantarse por una u otra persona por motivos ajenos a los jurídicos, 

con el fin de tomar una decisión ajustada a derecho” (Durán & Henríquez, 2021, p. 25). 

  

De esta manera, este principio se aplica a jueces, magistrados, autoridades 

administrativas y otros funcionarios que tienen la responsabilidad de tomar decisiones 

legales y judiciales, se espera que estas personas no tengan prejuicios personales o conflictos 

de interés que puedan influir en sus decisiones, recalcando que la imparcialidad también es 

importante en otros contextos, como en la administración gubernamental y en la toma de 

decisiones políticas. 

 

La imparcialidad como principio es esencial para proteger los derechos y las 

garantías de todas las personas involucradas en un proceso legal, asegurando que se les trate 

de manera justa y equitativa, sin importar su origen, creencias, género u otras características 

personales, siendo una parte fundamental de los sistemas legales y judiciales, garantizando 

la justicia y la equidad en la toma de decisiones y la administración de justicia. Sobre este 

tema el autor Carlos Adolfo Picado Vargas expresa: 

 

El principio de imparcialidad como garantía del debido proceso, reviste su 

importancia en (…) garantizar la idoneidad del órgano jurisdiccional y la 

consiguiente confianza de las partes en la imparcialidad del juzgador – garantía 

inherente al cargo -, la ley ha dispuesto que lo jueces y demás funcionarios judiciales, 

puedan ser apartados de un proceso por petición de los interesados -recusación- o por 

propia determinación -excusación e inhibición- cuando exista una causa legal para 

ellos (Picado, 2014, pp. 49-50).  

 

2.2.2.2. Características  

El principio de imparcialidad es un concepto fundamental en diversos contextos, de 

manera principal en el derecho, la política y la toma de decisiones, implica tratar a todas las 

personas o partes involucradas de manera justa y equitativa, sin mostrar favoritismo ni 

prejuicio hacia ninguna de ellas. Dentro de las principales características clave del principio 

de imparcialidad se determinan las siguientes:  

 

Tabla N° 1 Características  

Característica Descripción 

Neutralidad 

La imparcialidad implica mantener una posición neutral y 

libre de sesgos, esto quiere decir que la persona encargada 

de tomar decisiones o realizar juicios debe evitar 

influencias personales, emocionales o prejuicios que 

puedan afectar su capacidad para evaluar una situación de 
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manera objetiva. 

Justicia 

La imparcialidad busca garantizar la justicia y la equidad 

en el tratamiento de todas las partes involucradas, de esta 

manera, se asegura de que todas las personas sean tratadas 

con igualdad de oportunidades y que ninguna de ellas 

reciba un trato preferencial injustificado. A decir de 

Manuel Ossorio la justicia es la “virtud que inclina a dar a 

cada uno lo que le corresponde. En sentido jurídico, lo que 

es conforme al Derecho” (Ossorio, 2021, p. 532).  

Ausencia de favoritismo 

Ser imparcial significa no mostrar preferencia hacia 

ninguna persona, grupo o entidad en particular, así las 

decisiones se toman en función de los méritos y las 

circunstancias, sin importar las relaciones personales o los 

intereses personales, y, en caso de decisiones judiciales es 

necesario que la resolución que se emite se apegue a la 

realidad de los hechos y sean contrastadas con los medios 

probatorios incorporados al proceso. 

Consideración objetiva 

La imparcialidad implica considerar los hechos y las 

evidencias de manera objetiva y basarse en criterios justos 

y consistentes al tomar decisiones, se debe evitar la 

influencia de opiniones personales o emociones subjetivas, 

es decir, esta decisión debe estar acorde y en fundamento 

a la ley correspondiente. 

Transparencia 

La imparcialidad también se relaciona con la transparencia 

en el proceso de toma de decisiones, las razones detrás de 

las decisiones deben ser claras y comprensibles para todas 

las partes involucradas, lo que ayuda a construir la 

confianza en el proceso. Sobre este principio el Ministerio 

de Salud de España ha determinado lo siguiente:  

El principio de transparencia consiste en respetar y 

cautelar la publicidad de los actos, resoluciones, 

procedimientos y documentos de la 

Administración, así como la de sus fundamentos, y 

en facilitar el acceso de cualquier persona a esa 

información, a través de los medios y 

procedimientos que al efecto establezca la ley 

(Ministerio de Salud, 2017, p. 1).  

Igualdad de trato 

Las personas deben recibir el mismo trato y consideración 

en situaciones similares, no se deben hacer distinciones 

injustificadas en función de características personales 

como la raza, el género, la religión, la orientación sexual, 

etc., tal como se garantiza en el Art. 11 numeral 2 de la 

Constitución de la República del Ecuador que expresa:  

Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por 

los siguientes principios: (…) 2. Todas las personas 

son iguales y gozarán de los mismos derechos, 

deberes y oportunidades. Nadie podrá ser 

discriminado por razones de etnia, lugar de 

nacimiento, edad, sexo, identidad de género, 

identidad cultural, estado civil, idioma, religión, 
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ideología, filiación política, pasado judicial, 

condición socio-económica, condición migratoria, 

orientación sexual, estado de salud, portar VIH, 

discapacidad, diferencia física; ni por cualquier 

otra distinción, personal o colectiva, temporal o 

permanente, que tenga por objeto o resultado 

menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 

ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda 

forma de discriminación.  

El Estado adoptará medidas de acción afirmativa 

que promuevan la igualdad real en favor de los 

titulares de derechos que se encuentren en situación 

de desigualdad (CRE, 2008, art. 11, núm. 2) 

Confianza en la autoridad 

La imparcialidad es esencial para construir y mantener la 

confianza en instituciones, líderes y figuras de autoridad, 

de esta manera, cuando se percibe que una autoridad de 

manera imparcial, las personas tienden a confiar más en 

sus decisiones y acciones, siendo este una principal 

característica del principio de imparcialidad con la 

ciudadanía, por lo tanto, la administración pública (…) 

debe inspirar confianza pública, esto es, ante los 

justiciables, y en especial, frente el mismo acusado, por lo 

cual es necesario establecer garantías legales a fin de evitar 

menoscabar esa necesaria confianza” (Hernández, 2019, p. 

118). 
Fuente: Varios 

Autor: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

2.2.2.3. Elementos esenciales  

Dentro de los elementos esenciales del principio de imparcialidad se incluyen los 

siguientes: 

 

Tabla N° 2 Elementos esenciales  

Elementos Descripción 

Neutralidad 

Ser neutral significa no tener inclinaciones o preferencias 

hacia ningún individuo, grupo o resultado en particular, un 

individuo o entidad imparcial debe evitar mostrar 

cualquier forma de sesgo o favoritismo, así el término 

neutralidad “(…) se usa en lenguaje común para referirse 

a la imparcialidad con respecto al conflicto y además a la 

ausencia de sentimientos evidentes; ser neutral significa 

mantenerse emocionalmente no implicado” (Renik, 2002, 

p. 14).  

Independencia 

La imparcialidad también implica estar libre de influencias 

externas que pueden afectar la toma de decisiones, así las 

personas o entidades imparciales deben actuar de manera 

autónoma y no estar sujetas a presiones indebidas. 

Respecto a este tema el autor Cristian Andrade Barbotó 

infiere que:  
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En Ecuador la independencia judicial está 

establecida como principio jurídico en el numeral 1 

del artículo 168 de la Constitución, donde se 

establece que todos los órganos que componen la 

Función Judicial gozan de independencia interna y 

externa, inclusive se advierte que toda violación a 

dicho principio será causal de responsabilidad 

administrativa, civil o penal por quién la afecte 

(Andrade, 2022, p. 1).  

Objetividad 

Para ser imparcial, es crucial tomar decisiones y emitir 

juicios basados en hechos y evidencias concretas en lugar 

de emociones o prejuicios personales, de esta manera, las 

decisiones deben ser racionales y fundamentadas en 

información clara y neutral, permitiendo de esta manera la 

“(…) interpretación y aplicación de la Ley por parte de la 

Administración, que opera imponiendo al funcionario el 

deber de realizar dicha labor hermenéutica y aplicativa 

adecuándose a la voluntad normativa y prescindiendo de 

cualquier tipo de fin o interés subjetivo” (García Costa, 

2011, p. 21).  
Fuente: Varios 

Autor: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

2.2.2.4. Marco legal nacional e internacional  

 

Tabla N° 3 Marco legal nacional 

Artículo Descripción 

Art. 75 de la 

Constitución de la 

República del Ecuador 

Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la 

tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, 

con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en 

ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las 

resoluciones judiciales será sancionado por la ley (CRE, 2008, 

art. 75). 

Art. 76 numeral 3 de 

la Constitución de la 

República del Ecuador 

En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones 

de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 

incluirá las siguientes garantías básicas: (…) 3. Nadie podrá ser 

juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de 

cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción penal, 

administrativa o de otra naturaleza; ni se le aplicará una sanción 

no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá juzgar a 

una persona ante un juez o autoridad competente y con 

observancia del trámite propio de cada procedimiento (CRE, 

2008, art. 76 núm. 3). 

Art. 76 numeral 7 

literal k) de la 

Constitución de la 

República del Ecuador 

En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones 

de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 

incluirá las siguientes garantías básicas: (…) 7. El derecho de las 

personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: (…) k) Ser 

juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y 

competente. Nadie será juzgado por tribunales de excepción o 
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por comisiones especiales creadas para el efecto (CRE, 2008, art. 

76 núm. 7, lit. k). 

Art. 9 del Código 

Orgánico de la 

Función Judicial 

La actuación de las juezas y jueces de la Función Judicial será 

imparcial, respetando la igualdad ante la ley. En todos los 

procesos a su cargo, las juezas y jueces deberán resolver siempre 

las pretensiones y excepciones que hayan deducido los litigantes, 

sobre la única base de la Constitución, los instrumentos 

internacionales de derechos humanos, los instrumentos 

internacionales ratificados por el Estado, la ley y los elementos 

probatorios aportados por las partes. 

Con la finalidad de preservar el derecho a la defensa y a la 

réplica, no se permitirá la realización de audiencias o reuniones 

privadas o fuera de las etapas procesales correspondientes, entre 

la jueza o el juez y las partes o sus defensores, salvo que se 

notifique a la otra parte de conformidad con lo dispuesto en el 

numeral 14 del artículo 103 de esta ley (Código Orgánico de la 

Función Judicial [COFJ], 2009, art. 9).  

Art. 9 del Código 

Orgánico 

Administrativo 

Los servidores públicos evitarán resolver por afectos o 

desafectos que supongan un conflicto de intereses o generen 

actuaciones incompatibles con el interés general. Los servidores 

públicos tomarán sus resoluciones de manera autónoma (COA, 

2019, art. 9).  

Análisis 

El principio de imparcialidad esta garantizado como uno de los 

derechos del debido proceso, por lo que, permite que el 

administrado tenga un juicio justo, sin ningún tipo de 

vulneración de derechos. De ahí la importancia de su 

cumplimiento y para que este principio sea aplicado por las 

entidades públicas, se presenta su tipificación y descripción en 

diversas normas legales como la Constitución de la República 

del Ecuador, Código Orgánico de la Función Judicial y Código 

Orgánico Administrativo.  
Fuente: Varios 

Autor: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Tabla N° 4 Marco legal internacional 

Artículo Descripción 

Art. 10 de la 

Declaración Universal 

de los Derechos 

Humanos 

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a 

ser oída públicamente y con justicia por un tribunal 

independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos 

y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra 

ella en materia penal (Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, 1948, art. 10). 

Art. 14.1. del Pacto 

Internacional de 

Derechos Civiles y 

Políticos 

Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 

justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y 

con las debidas garantías por un tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido por la ley, en la 

substanciación de cualquier acusación de carácter penal 

formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u 

obligaciones de carácter civil (Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, 1966, art. 14, núm. 1) 
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Art. 8.1. de la 

Convención 

Americana sobre 

Derechos Humanos o 

Pacto de San José 

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías 

y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 

competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 

acusación penal formulada contra ella, o para la determinación 

de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 

cualquier otro carácter (Convención Americana sobre Derechos 

Humanos o Pacto de San José, 1969, art.8.1.).  

Art. 6.1. de las 

Libertades 

Fundamentales 

Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, 

públicamente y dentro de un plazo razonable, por un Tribunal 

independiente e imparcial, establecido por ley, que decidirá los 

litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o 

sobre el fundamento de cualquier acusación en materia penal 

dirigida contra ella (Libertades Fundamentales, 1950, art. 6.1.) 

Análisis 

Los instrumentos internacionales desempeñan un papel crucial 

en el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, así 

como en la promoción de la cooperación entre estados y la 

protección de los derechos humanos a nivel global. En tal virtud, 

en el caso del debido proceso, se garantiza que una persona 

cuente con el respeto del principio de imparcialidad, lo cual se 

encuentra descrito en la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de 

San José y Libertades Fundamentales.  
Fuente: Varios 

Autor: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

2.2.3. Unidad III: Afectaciones al principio de imparcialidad en el ejercicio de la 

potestad sancionadora. 

 

2.2.3.1. Vulneración al principio de imparcialidad  

El principio de imparcialidad se considera vulnerado cuando no se garantiza un trato 

equitativo, justo y objetivo a todas las partes involucradas en una situación o proceso, este 

principio es fundamental dentro del ámbito judicial en que se busca mantener una posición 

neutral y libre de prejuicios. De esta manera, el principio de imparcialidad se puede vulnerar 

cuando un juez u autoridad encargada de administrar justicia muestra favoritismo o sesgo 

hacia una de las partes en un caso, en lugar de evaluar las pruebas y argumentos de manera 

objetiva. 

 

En el caso en particular de la investigación se vulnera el principio de imparcialidad 

dentro de los expedientes administrativos porque la Agencia Nacional de Regulación, 

Control y Vigilancia Sanitaria y la Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios de 

Salud y Medicina Prepagada, no cuentan con la separación del órgano instructor y 

sancionador como lo determina el Art. 248 numeral 1 del Código Orgánico Administrativo, 

por lo que, la misma persona que apertura el proceso es la misma persona que sanciona. 

Sobre este tema el autor Sebastián Cornejo estableció lo siguiente:  

Evidenciando así de esta manera que el procedimiento administrativo sancionador, 
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cuando se refiere a la separación entre órgano instructor y sancionador, es un asimil 

al proceso penal, el cual efectúa la estricta separación entre los órganos que instruyen 

(Fiscalía) y los que han de resolver la causa, (Jueces); con la finalidad de garantizar 

plenamente el principio de imparcialidad y objetividad. Es decir, esta separación 

realizada en el Código Orgánico Administrativo tiene su razón de ser como lo hemos 

visto, ya que, sin ella, se vulneraria el principio acusatorio, que impide al órgano 

sancionador proponer pruebas o corregir la acusación propuesta por el instructor, 

calificando los hechos de otro modo. Pues bien, los procedimientos que regulen el 

ejercicio de la potestad sancionadora deberán establecer la debida separación entre 

la fase instructora y la sancionadora, encomendándolas a órganos distintos”; o sea, la 

separación no es sólo entre fases del procedimiento sino también orgánica (Cornejo, 

2018, p. 5).  

 

2.2.3.2. Vicio del procedimiento  

Hay que determinar que un vicio de procedimiento, en términos generales, se refiere 

a un error o irregularidad en el proceso o procedimiento legal que se sigue en un caso judicial 

o en la administración de justicia en general, estos vicios pueden afectar la validez de una 

acción legal, un juicio o una resolución. Es por esta razón que los vicios de procedimiento 

pueden surgir por diversos motivos como: errores en la presentación de pruebas, omisiones 

en la notificación a las partes involucradas, violaciones de derechos procesales o 

incumplimientos de normativas legales establecidas. 

 

La gravedad y el impacto de un vicio de procedimiento pueden variar, en algunos 

casos, un vicio de procedimiento puede llevar a cabo a la anulación de un juicio o de una 

decisión judicial, lo que implica que el proceso debe repetirse adecuadamente desde el 

momento en que se cometió el yerro. En otros casos, los vicios de procedimiento pueden ser 

considerados como problemas menores que no tienen un impacto significativo en la validez 

del proceso o la decisión y por lo mismo pueden ser subsanados.  

 

Los vicios de procedimiento pueden ser fundamentales en la protección de los 

derechos de las partes involucradas en un proceso legal y en el mantenimiento de la 

integridad del sistema de justicia. En fundamento a esto, en el caso de estudio se puede 

determinar que existe un grave error por parte de la administración pública, al no contar con 

la separación del órgano instructor y el sancionador, ocasionando una nulidad procesal, que 

a decir de Manuel Ossorio consiste en la:  

Ineficacia en un acto jurídico como consecuencia de carecer de las condiciones 

necesarias para su validez, sean ellas de fondo o de forma, o, como dicen otros 

autores, vicio de que adolece un acto jurídico si se ha realizado con violación u 

omisión de ciertas formas o requisitos indispensables para considerarlo como válido, 

por lo cual la nulidad se considera ínsita en el mismo acto, sin necesidad de que se 

haya declarado o juzgado (Ossorio, 2021, p. 628).  

 

Esta nulidad procesal es un concepto legal que se refiere a la anulación o invalidación 

de actos procesales en un procedimiento judicial debido a irregularidades o vicios que 
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derivan de la legalidad o equidad del proceso, en el ámbito legal, los procesos judiciales 

deben llevarse a cabo de acuerdo con ciertas reglas y normas para garantizar un debido 

proceso y asegurar que todas las partes involucradas tengan igualdad de oportunidades. 

 

De esta manera, cuando se cometen errores graves o violaciones sustanciales de las 

normas procesales, puede solicitarse la nulidad de los actos realizados en el proceso, estos 

errores pueden incluir, entre otros: Violaciones a los derechos fundamentales de las partes 

involucradas, como el derecho a la defensa o el derecho a un juicio imparcial, omisión de 

trámites esenciales del proceso, presentación de pruebas ilegales o inadmisibles, ausencia de 

notificaciones adecuadas a las partes y la falta de competencia del juez, tribunal o autoridad 

administrativa que conduce el proceso. 

 

2.2.3.3. Estudio de casos prácticos  

 

Tabla N° 5 Caso ACESS  

Datos Descripción 

Entidad 

administrativa 

Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y 

Medicina Prepagada.  

Máxima Autoridad P.E.Q.F. Comisaria Provincial de Salud de Chimborazo.  

Acto administrativo Resolución No PSLOS-CPCH-DZ3-2020-015 

Fecha de emisión 27 de octubre de 2020, las 10h30.  

Administrado  A.R.P.C. 

Calidad  Propietario y Representante legal del Consultorio Odontológico 

San Mateo.  

Determinación del 

incumplimiento 

Art. 97 de la Ley Orgánica de Salud  

Antecedentes  Con fecha febrero del 2020 el equipo de ACESS realizó una 

inspección al Consultorio Odontológico San Mateo, encontrando 

como observaciones que dentro del área de almacenamiento de 

desechos infecciosos no cuenta con funda roja como lo establece 

la norma legal y tampoco cuenta con funda negra para el 

almacenamiento de desechos comunes. Adicional se encuentra 

un mal manejo de desechos farmacéuticos debido a la existencia 

de insumos odontológicos caducados.   

Motivación  La administración pública para demostrar la infracción 

administrativa, utiliza como prueba a su favor el informe técnico 

de inspección elaborado por las funcionarias de ACESS, signado 

con el número No. ACESS-DTV-CH-008 en el que se detalla las 

observaciones encontradas, así como las fotografías 

correspondientes. Por su parte la defensa presenta el Registro de 

Eliminación de desechos del Consultorio Odontológico San 

Mateo, Fotografía de la disposición final de desechos del 

establecimiento Consultorio Odontológico y Plan de Gestión 

Integral de Desechos Sanitarios del Consultorio Odontológico.  

Resolución  En fundamento al informe correspondiente y sin tomar en 

consideración los medios probatorios, y tampoco separar las 

funciones del órgano instructor y sancionador, se sanciona al 
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administrado imponiéndole una multa de un salario básico 

unificado del trabajador en general y la clausura temporal del 

establecimiento por tres días.  

Análisis del caso 

práctico  

Cuando una persona presta un servicio de salud es necesario que 

cumpla con cada una de las disposiciones legales de conformidad 

al servicio a la colectividad que brinda, en este caso en particular, 

el administrado A.R.P.C. es propietario del Consultorio 

Odontológico San Mateo, por lo que, está sujeto a controles de 

autoridades de vigilancias como lo es la Agencia Aseguramiento 

de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada. 

Siendo necesario que lleve un control referente al servicio 

odontológico que presta a la ciudadanía, de lo contrario, en caso 

de incumplimiento está sujeto a algún tipo de sanciona 

administrativa.  

Lo cual se realiza siempre y cuando se cumpla el procedimiento 

establecido en la ley, de manera en especial, se debe cumplir 

todas las disposiciones de Código Orgánico Administrativo y la 

Ley de Salud, es decir, la administración pública debe garantizar 

el cumplimiento de toda norma, tal como lo garantiza el Art. 76 

numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador en 

concordancia con el Art. 82 de la Constitución de la República 

del Ecuador.  

De esta manera, una de las reglas del procedimiento 

administrativo sancionador es cumplir con los dispuesto en el 

Art. 248 numeral 1 del Código Orgánico Administrativo, es 

decir, la administración pública debe cumplir con la separación 

de funciones tanto de la instructora como la sancionadora, para 

garantizar el principio de especialidad, lamentablemente, esto no 

ocurrió en la Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios 

de Salud y Medicina Prepagada, lo cual se justifica con el 

presente caso práctico, ocasionando que ya se tenga 

conocimiento de causa. 

Es así que, el administrado se defendió de la presunta infracción 

imputada por la administración pública, presentando como 

prueba documental el registro de eliminación de desechos del 

Consultorio Odontológico San Mateo, fotografía de la 

disposición final de desechos del establecimiento Consultorio 

Odontológico y Plan de Gestión Integral de Desechos Sanitarios 

del Consultorio Odontológico, para que se evidencia que el 

establecimiento cumple con todas las disposiciones legales. 

Empero la administración pública sancionó al administrado sin 

tomar en consideración estas pruebas fundamentales y 

argumentó que el informe de inspección es prueba fundamental 

porque desde el inicio se demostró un incumplimiento 

administrativo, es decir, la decisión se encontraba viciada pues 

la misma persona que conoció el informe de inspección es la 

misma que sancionó.  

Lamentablemente el administrado tuvo que cancelar una multa 

de un salario básico unificado del trabajador en general y la 

clausura temporal del establecimiento por tres días, ocasionando 
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pérdidas económicas por lo el pago de la multa y porque el 

establecimiento no puedo trabajar durante el tiempo de la 

clausura.   
Fuente: Resolución No PSLOS-CPCH-DZ3-2020-015 

Autor: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Tabla N° 6 Caso ARCSA  

Datos Descripción 

Entidad 

administrativa 

Agencia Nacional de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria 

Máxima Autoridad T.L.G.M. Coordinadora Zonal 3  

Acto administrativo Resolución Nro. ARCSA -CZ3-PSE-2020-002 

Fecha de emisión 28 de julio de 2020, las 08h00 

Administrado  V.F.B.L.  

Calidad  Propietario y Representante legal del Restaurante Ambateñitos  

Determinación del 

incumplimiento 

Art. 146 literal e) de la Ley Orgánica de Salud 

Antecedentes  Con fecha febrero del 2020 el equipo de ARCSA realizó una 

inspección al Restaurante Ambateñitos como parte del control 

posterior a restaurantes, encontrando como observaciones que el 

establecimiento mantiene inadecuadas condiciones higiénico 

sanitarias referente a los alimentos, como lo es el control de 

plagas, en relación a la infraestructura  se evidencia la presencia 

de humedad, existe falta de ventilación en el área de preparación 

de alimentos, no existen procedimientos de limpieza y 

desinfección y no cuenta con área para la disposición final de 

desechos.   

Motivación  La administración pública para demostrar la infracción 

administrativa, utiliza como prueba a su favor el informe técnico 

de inspección elaborado por las funcionarias de ARCSA, 

signado con el número Nro. VCPPE-CZ3-42-2019-992 en el que 

se detalla las observaciones encontradas, así como las fotografías 

correspondientes. Por su parte la defensa presenta el contrato de 

la empresa Tecnicontrol en el que se determina que se realizará 

el control integrado de plagas cada tres meses durante un año 

calendario, el Plan Operativo del Control Integrado de plagas, el 

Reporte de visitas del control de plagas. 

Resolución  En base a los medios probatorios presentados por la defensa y 

sin separar las funciones del órgano instructor y sancionador, y, 

en fundamento a que el administrado ha subsanado los 

incumplimientos se declara la no responsabilidad del 

administrado poniendo fin a la vía administrativa y recordándolo 

que será sujeto a controles posteriores.  

Análisis del caso 

práctico  

En este caso en particular, de igual manera, se determina que la 

Agencia Nacional de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria 

dentro del expediente no aplica el Art. 248 numeral 1 del Código 

Orgánico Administrativo, es decir, no cumple con la separación 

de funciones tanto de la instructora como la sancionadora, para 

garantizar el principio de especialidad, lo cual se justifica con el 
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presente caso práctico, ocasionando que la administración 

pública tenga conocimiento de causa. 

Empero hay que tener en consideración que, pese a esta grave 

afectación al debido proceso, no se sancionó al administrado 

debido a que el mediante pruebas documentales como fue el 

control integrado de plagas cada tres meses durante un año 

calendario, el plan operativo del control integrado de plagas y el 

reporte de visitas del control de plagas, ocasionado que la 

administración pública tenga conocimiento que si bien se 

infringió una disposición legal, el administrado resarció los 

daños a la salud causados.  

De esta manera, la Agencia Nacional de Regulación, Control y 

Vigilancia Sanitaria no tenía fundamento legal para sancionar, lo 

que, generó que el administrado no tenga ninguna afectación 

económica. Empero, incumple el debido proceso, por cuanto, 

dentro de la revisión del presente expediente se observó que la 

misma funcionaria (Coordinadora Zonal 3) es la misma persona 

que apertura el expediente a través del auto inicial y así mismo 

resolvió, determinando de esta manera que se vulnera el 

principio de imparcialidad.  
Fuente: Resolución Nro. ARCSA -CZ3-PSE-2020-002 

Autor: Juan Pablo Llinguin Sampedro. 
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CAPÍTULO III. METODOLOGÍA.  

 

3.1. Tipos de investigación  

Por los objetivos a donde se llegó con la investigación y al método que se utilizó para 

el estudio del problema jurídico, la investigación aplicada fue:  

 

 Investigación pura, tuvo como objetivo acrecentar el conocimiento científico a través 

del descubrimiento y construcción de nuevos conceptos, teorías y doctrinas sobre el 

objeto de estudio investigado.  

 Investigación dogmática, se encargó del estudio lógico de la estructura del Derecho 

positivo (normas jurídicas, jurisprudencia, doctrinas, precedentes, etc.), para llegar a 

determinar la validez del ordenamiento jurídico en un contexto determinado.  

 Investigación jurídica explorativa, se encargó de indagar hechos y problemas 

jurídicos poco o nada estudiados por la ciencia del Derecho. 

 Investigación jurídica correlacional, tuvo como fin medir o determinar la influencia, 

impacto o incidencia de una variable sobre otra. 

 Investigación jurídica descriptiva, se encargó de describir las cualidades y 

características del problema, fenómeno o hecho jurídico investigado. 

 

3.2. Diseño de investigación 

El diseño se estableció en función de la complejidad de la investigación, objetivos, 

métodos y tipo de investigación, puede ser experimental y no experimental. Por la naturaleza 

de la investigación jurídica, el diseño de investigación que con mayor frecuencia se realiza 

en la carrera de Derecho, es el diseño no experimental. 

 

3.3. Técnicas e instrumentos de investigación  

 Las técnicas (encuesta, observación, entrevista, etc.) son los requisitos (aspectos de 

forma y fondo) que el investigador observó para elaborar adecuadamente un instrumento de 

investigación. Y el instrumento de investigación (cuestionario, guía de observación, guía de 

entrevista, etc.) es la forma, la herramienta, el mecanismo que utilizó el investigador para 

recabar los datos e información del problema jurídico investigado.   

 

3.4. Población de estudio y tamaño de muestra  

 

3.4.1. Población  

 

Tabla N° 7 Población  

POBLACIÓN NÚMERO 

Funcionarios del Departamento Jurídico de la 

Agencia Nacional de Regulación, Control y 

Vigilancia Sanitaria  

3 
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Funcionarios del Departamento Jurídico de la 

Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios 

de Salud y Medicina Prepagada 

2 

Abogados especialistas 5 

TOTAL 10 
Fuente: Población involucrada dentro del proyecto de investigación 

Autor: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

3.4.2. Muestra  

A criterio del investigador, se utilizó un muestreo no probabilístico, través de un 

proceso de selección aleatoria, con lo que se desprende que, en el presente informe final del 

proyecto de investigación, se obtuvo una muestra total de 5 involucrados.  

 

3.5. Hipótesis 

La falta de aplicación adecuada del principio de imparcialidad en el procedimiento 

administrativo sancionador, vulnera el derecho del administrado. 

 

3.6. Métodos de análisis y procesamiento de datos. 

 

3.6.1. Métodos 

 Método inductivo: permitió ejecutar el proyecto investigativo a partir de la   práctica 

del pensamiento o razonamiento inductivo, caracterizado por ser ampliativo, esto, a 

partir de una evidencia singular que sugiere la posibilidad de una conclusión 

universal. 

 Método jurídico-analítico:  facilitó la correcta comprensión del alcance y sentido 

de las normas jurídicas sobre el tema a investigarse y su estudio en función del 

contexto político, económico y social y en el que se expidieron. 

 Método dogmático: permitió interpretar adecuadamente aspectos relacionados con 

el Derecho (norma, doctrina, jurisprudencia, etc.) dentro de un procedimiento que se 

caracteriza por cumplir sistemáticamente un conjunto de actividades intelectuales 

(pensamiento, reflexión, criticidad, construcción, solución), que permiten conocer y 

saber sobre el objeto jurídico de estudio.  

 Método jurídico-doctrinal: permitió analizar las posiciones legales sobre el tema 

objeto de investigación para arribar a conclusiones científicamente válidas. 

 Método jurídico descriptivo: permitió al investigador decidir el camino que debe 

seguir para entender las características y cualidades del objeto de estudio de manera 

lógica, ayudando a describir las particularidades del problema de investigación, con 

base a la observación, recopilación de la información, análisis y comparación de la 

información de datos y conclusiones.   

 Método jurídico correlacional: es también conocido como método causa – efecto, 

porque ayudó al investigador a identificar las posibles causa y consecuencias de un 

problema jurídico; es decir permite establecer la causa o causas (variable 

independiente) que permitieron el aparecimiento del problema, como también, 

permite describir y explicar, las consecuencias (variable dependiente), que puede 

provocar la causa.   
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 Método estudio de caso: este método obligó al investigador a desarrollar y utilizar 

sus capacidades cognitivas (pensamiento, análisis, reflexión crítica y construcción de 

conocimiento), para interpretar adecuadamente la información teórica para que esta 

sea confiable al momento de relacionarla con la realidad del caso. 

 Método jurídico - comparado: permitió estudiar las semejanzas y diferencias del 

objeto de la investigación en los diferentes sistemas normativos principalmente de 

los países de América y Europa. 

 

3.6.2. Técnicas para el tratamiento de la información 

Contempla 6 fases: 

1. Elaboración del instrumento de investigación 

2. Aplicación del instrumento de investigación 

3. Tabulación de datos 

4. Procesamiento de los datos e información 

5. Interpretación o análisis de resultados 

6. Discusión de resultados 
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CAPÍTULO IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

 

4.1.  Resultados  

 

ENCUESTA DIRIGIDA A: Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Nacional de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento 

Jurídico de la Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina 

Prepagada; y, Abogados especialistas. 

 

PREGUNTA NO. 1. ¿Conoce usted qué es la potestad sancionatoria administrativa? 

 

Tabla N° 8 Pregunta 1  

OPCIÓN FRECUENCIA PORCENTAJE 

Si 10 100% 

No 0 0% 

TOTAL 10 100% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Gráfico N° 2 Pregunta 1  

 
FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

De los diez encuestados, diez han indicado que sí, lo que implica el 100%; mientras 

que, cero de los encuestados han indicado que no, lo que implica el 0% de los encuestados, 

por lo que, se evidencia que la totalidad de los encuestados conocen la interrogante.  

100%

0%

PREGUNTA 1

Si No
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PREGUNTA NO. 2. ¿Conoce usted cuál es el procedimiento administrativo 

sancionador? 

 

Tabla N° 9 Pregunta 2  

OPCIÓN FRECUENCIA PORCENTAJE 

Si 10 100% 

No 0 0% 

TOTAL 10 100% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Gráfico N° 3 Pregunta 2  

 
FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

 

De los diez encuestados, diez han indicado que sí, lo que implica el 100%; mientras 

que, cero de los encuestados han indicado que no, lo que implica el 0% de los encuestados, 

por lo que, se evidencia que la totalidad de los encuestados conocen la interrogante.  

 

 

 

100%

0%

PREGUNTA 2

Si No
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PREGUNTA NO. 3. ¿Sabe usted qué es el principio de imparcialidad como garantía 

del procedimiento administrativo sancionador? 

 

Tabla N° 10 Pregunta 3  

OPCIÓN FRECUENCIA PORCENTAJE 

Si 10 100% 

No 0 0% 

TOTAL 10 100% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Gráfico N° 4 Pregunta 3 

 
FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

 

De los diez encuestados, diez han indicado que sí, lo que implica el 100%; mientras 

que, cero de los encuestados han indicado que no, lo que implica el 0% de los encuestados, 

por lo que, se evidencia que la totalidad de los encuestados conocen la interrogante.  

 

 

 

100%

0%

PREGUNTA 3

Si No
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PREGUNTA NO. 4. ¿Conoce usted cuáles son los elementos esenciales del principio de 

imparcialidad como garantía del procedimiento administrativo sancionador? 

 

Tabla N° 11 Pregunta 4  

OPCIÓN FRECUENCIA PORCENTAJE 

Si 8 80% 

No 2 20% 

TOTAL 10 100% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Gráfico N° 5 Pregunta 4  

 
FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

 

De los diez encuestados, ocho han indicado que sí, lo que implica el 80%; mientras 

que, dos de los encuestados han indicado que no, lo que implica el 20% de los encuestados, 

por lo que, se evidencia que la gran mayoría de los encuestados conocen la interrogante. 

  

 

80%

20%

PREGUNTA 4

Si No
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PREGUNTA NO. 5. ¿Sabe usted la diferencia entre instrucción y sanción? 

 

Tabla N° 12 Pregunta 5  

OPCIÓN FRECUENCIA PORCENTAJE 

Si 10 100% 

No 0 0% 

TOTAL 10 100% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Gráfico N° 6 Pregunta 5  

 
FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

 

De los diez encuestados, diez han indicado que sí, lo que implica el 100%; mientras 

que, cero de los encuestados han indicado que no, lo que implica el 0% de los encuestados, 

por lo que se evidencia que la totalidad de los encuestados conocen la interrogante.  

 

 

100%

0%

PREGUNTA 5

Si No



42 

PREGUNTA NO. 6. ¿Conoce usted qué es la función instructora en el procedimiento 

administrativo sancionador? 

 

Tabla N° 13 Pregunta 6  

OPCIÓN FRECUENCIA PORCENTAJE 

Si 8 80% 

No 2 20% 

TOTAL 10 100% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Gráfico N° 7 Pregunta 6  

 
FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro.  

 

INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

 

De los diez encuestados, ocho han indicado que sí, lo que implica el 80%; mientras 

que, dos de los encuestados han indicado que no, lo que implica el 20% de los encuestados, 

por lo que, se evidencia que la gran mayoría de los encuestados conocen la interrogante.  

80%

20%

PREGUNTA 6

Si No
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PREGUNTA NO. 7. ¿Conoce usted qué es la función sancionatoria en el procedimiento 

administrativo sancionador? 

 

Tabla N° 14 Pregunta 7  

OPCIÓN FRECUENCIA PORCENTAJE 

Si 10 100% 

No 0 0% 

TOTAL 10 100% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Gráfico N° 8 Pregunta 7  

 
FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

 

De los diez encuestados, diez han indicado que sí, lo que implica el 100%; mientras 

que, cero de los encuestados han indicado que no, lo que implica el 0% de los encuestados, 

por lo que, se evidencia que la totalidad de los encuestados conocen la interrogante.  

 

100%

0%

PREGUNTA 7

Si No
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PREGUNTA NO. 8. ¿En la actualidad, dentro de su entidad cuentan con la separación 

de la función instructora y función sancionatoria? 

 

Tabla N° 15 Pregunta 8  

OPCIÓN FRECUENCIA PORCENTAJE 

Si 2 20% 

No 8 80% 

TOTAL 10 100% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Gráfico N° 9 Pregunta 8  

 
FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

 

De los diez encuestados, dos han indicado que sí, lo que implica el 20%; mientras 

que, ocho de los encuestados han indicado que no, lo que implica el 80% de los encuestados, 

por lo que, se evidencia que la gran mayoría de los encuestados no conocen la interrogante.  

 

20%

80%

PREGUNTA 8

Si No
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PREGUNTA NO. 9. ¿A su criterio, en caso de no existir la separación de la función 

instructora y la función sancionadora, puede ocasionar la vulneración del principio de 

imparcialidad? 

 

Tabla N° 16 Pregunta 9  

OPCIÓN FRECUENCIA PORCENTAJE 

Si 7 70% 

No 3 30% 

TOTAL 10 100% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Gráfico N° 10 Pregunta 9  

 
FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

 

De los diez encuestados, siete han indicado que sí, lo que implica el 70%; mientras 

que, tres de los encuestados han indicado que no, lo que implica el 30% de los encuestados, 

por lo que, se evidencia que la gran mayoría de los encuestados conocen la interrogante. 

70%

30%

PREGUNTA 9

Si No
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PREGUNTA NO. 10. ¿A su criterio, en caso de no existir la separación de la función 

instructora y la función sancionadora, puede ocasionar un vicio del procedimiento? 

 

Tabla N° 17 Pregunta 10  

OPCIÓN FRECUENCIA PORCENTAJE 

Si 6 60% 

No 4 40% 

TOTAL 10 100% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Gráfico N° 11 Pregunta 10  

 
FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

 

De los diez encuestados, seis han indicado que sí, lo que implica el 60%; mientras 

que, cuatro de los encuestados han indicado que no, lo que implica el 40% de los 

encuestados, por lo que, se evidencia que la gran mayoría de los encuestados conocen la 

interrogante. 

60%

40%

PREGUNTA 10

Si No
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4.2.1. Discusión de resultados  

En lo relacionado a la interrogante conoce usted qué es la potestad sancionatoria 

administrativa, la totalidad de la población involucrada es clara al determinar que 

corresponde a la facultad que tiene la administración pública que permite imponer sanciones 

de conformidad al cometimiento de una infracción administrativa, la misma que se debe 

encontrar debidamente tipificada en las leyes.  

 

De los diez encuestados, ante la interrogante conoce usted cuál es el procedimiento 

administrativo sancionador, la totalidad de la población ha establecido que de acuerdo a las 

competencias determinadas por la ley se realiza este proceso cumpliendo con las reglas del 

debido proceso y siguiendo el trámite correspondiente, el mismo que se encuentra descrito 

en la Ley Orgánica de Salud, y como materia supletoria lo descrito en el Código Orgánico 

Administrativo y el Código Orgánico General de Procesos.  

 

Ante la interrogante sabe usted qué es el principio de imparcialidad como garantía 

del procedimiento administrativo sancionador, los intervinientes han descrito que la base 

principal de este principio es la igualdad y los funcionarios públicos deben garantizar el 

debido proceso en el desarrollo de la sustanciación de los procesos, así mismo este principio 

implica que la autoridad administrativa debe emitir resoluciones en base a derecho y no en 

base a presiones o injerencias  

 

Referente a la pregunta cuarta que infiere conoce usted cuáles son los elementos 

esenciales del principio de imparcialidad como garantía del procedimiento administrativo 

sancionador, la gran mayoría de la población ha sido clara en determinar que si conoce, 

estableciendo que estos elementos son primero tutelar el ordenamiento jurídico mediante un 

procedimiento adecuado para cada caso, que la autoridad administrativa no tenga ningún 

tipo de injerencia al momento de resolver la causa, que se respete el derecho a la igualdad 

de las partes, y que exista una separación de funciones, es decir, que exista el órgano 

instructor y el órgano sancionador.   

 

De los diez encuestados, ante la interrogante sabe usted la diferencia entre instrucción 

y sanción, toda la población en general determina que, si lo conoce, expresando que la 

primera se encarga de la fase previa a iniciar el procedimiento administrativo sancionador y 

el que conoce e indaga los hechos vertidos, mientras que a segunda se encarga de sancionar, 

es decir, es la autoridad competente que toma la decisión después de revisar todo lo actuado 

dentro del expediente administrativo.  

 

En lo relacionado a la interrogante conoce usted qué es la función instructora en el 

procedimiento administrativo sancionador, la gran mayoría de la población involucrada ha 

determinado que este órgano es el encargo de la realizar la investigación sobre los hechos 

que se consideran como una falta y que a la vez deben determinar la responsabilidad del 

administrado, así mismo se encarga de realizar todas las actuaciones previas como recolectar 

información y medios probatorios tanto de la administración pública como del administrado. 
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Sobre la pregunta conoce usted qué es la función sancionatoria en el procedimiento 

administrativo sancionador, toda la población ha determinado que es la autoridad 

administrativa vertida con competencias para sancionar a un administrado que ha quebranto 

el ordenamiento jurídico, por lo que es merecedor de una de las sanciones que determine la 

ley.  

 

En la pregunta dentro de su entidad cuentan con la separación de la función 

instructora y función sancionatoria, la gran mayoría de la población ha expresa que 

efectivamente las instituciones como la Agencia Nacional de Regulación, Control y 

Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Aseguramiento 

de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada, no cuenta con esta separación de 

funciones.  

 

De los diez encuestados, ante la interrogante en caso de no existir la separación de la 

función instructora y la función sancionadora, puede ocasionar la vulneración del principio 

de imparcialidad, la gran mayoría de la población está consciente de que este derecho se está 

vulnerando porque no se cumple con lo establecido en el Art. 248 numeral 1 del Código 

Orgánico Administrativo.  

 

Finalmente, en la pregunta que infiere que, en caso de no existir la separación de la 

función instructora y la función sancionadora, puede ocasionar un vicio del procedimiento, 

la gran mayoría de los intervinientes, determina que sí, que se puede ocasionar la nulidad 

del proceso administrativo sancionador, porque no se está cumpliendo lo que establece la 

ley y sobre todo no se está cumpliendo el principio de imparcialidad lo que hace que se 

vulnere el debido proceso.  

 

4.3.Comprobación de Hipótesis 

Guía de entrevistas aplicada a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la 

Agencia Nacional de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del 

Departamento Jurídico de la Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y 

Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

 

Tabla N° 18 Comprobación de hipótesis  

NO. PREGUNTA INDICADOR 

SI NO 

1 ¿Conoce usted qué es la potestad sancionatoria 

administrativa? 

100% 0% 

2 ¿Conoce usted cuál es el procedimiento 

administrativo sancionador? 

100% 0% 

3 ¿Sabe usted qué es el principio de imparcialidad 

como garantía del procedimiento administrativo 

sancionador? 

100% 0% 

4 ¿Conoce usted cuáles son los elementos esenciales del 

principio de imparcialidad como garantía del 

procedimiento administrativo sancionador? 

80% 20% 
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5 ¿Sabe usted la diferencia entre instrucción y sanción? 100% 0% 

6 ¿Conoce usted qué es la función instructora en el 

procedimiento administrativo sancionador? 

80% 20% 

7 ¿Conoce usted qué es la función sancionatoria en el 

procedimiento administrativo sancionador? 

100% 0% 

8 ¿En la actualidad, dentro de su entidad cuentan con 

la separación de la función instructora y función 

sancionatoria? 

20% 80% 

9 ¿A su criterio, en caso de no existir la separación de 

la función instructora y la función sancionadora, 

puede ocasionar la vulneración del principio de 

imparcialidad? 

70% 30% 

10 ¿A su criterio, en caso de no existir la separación de 

la función instructora y la función sancionadora,  

puede ocasionar un vicio del procedimiento? 

60% 40% 

TOTAL 810 190 

INCIDENCIA DE LA VI/VD 81% 19% 

FUENTE: Guía de encuesta dirigido a los Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia 

Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, Abogados especialistas. 

AUTOR: Juan Pablo Llinguin Sampedro 

 

Del sumatorio total de los resultados de la investigación, se determina que existe una 

influencia del 81% de la variable independiente, sobre el 19% de la variable dependiente, 

por lo que, la hipótesis planteada SI INCIDE.  
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CAPÍTULO V. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES  

 

5.1. CONCLUSIONES 

 

 De la investigación se desprende que la función instructora en el derecho 

administrativo es un proceso esencial para asegurar que las decisiones de las 

autoridades administrativas se basen en hechos verificables y en cumplimiento de los 

principios del debido proceso y la legalidad. En tal virtud, esta función únicamente 

se encarga de la investigación y recolección de pruebas dentro un procedimiento 

administrativo sancionador, siendo su responsabilidad el reunir la información 

pertinente y necesaria para que la autoridad competente pueda tomar una decisión 

debidamente fundamentada.  

 

 Mientras que la función sancionatoria en el derecho administrativo se relaciona con 

la capacidad de la administración pública para aplicar sanciones a aquellos que han 

infringido las normativas administrativas, con el fin de mantener el orden y la 

legalidad en la sociedad. De esta forma se ejerce el control de los administrados y 

ejerce la voluntad punitiva del Estado, permitiendo que la administración pública 

pueda sancionar por medio de multas económicas, suspensión de actividades 

temporales, entre otros.  

 

 Existe la falta de separación de funciones en la Agencia Nacional de Regulación, 

Control y Vigilancia Sanitaria y la Agencia Aseguramiento de la Calidad de 

Servicios de Salud y Medicina Prepagada, lo que ocasiona que se vulnere el principio 

de imparcialidad que permite tratar a todas las personas con justicia, sin prejuicios ni 

favoritismos, y basar las decisiones en hechos y evidencias objetivas, siendo su 

aplicación esencial para asegurar un trato equitativo y promover la confianza en la 

administración pública. En tal virtud, no se cumple con lo establecido en el artículo 

248 numeral 1 del Código Orgánico Administrativo en concordancia con el artículo 

76 numeral 7 literal k de la Constitución de la República del Ecuador y artículo 19 

del Código Orgánico Administrativo, que expresa que dentro de este procedimiento 

debe primar el derecho a la defensa que incluye el ser juzgado por una autoridad 

imparcial. 

 

 Al no existir el órgano instructor y órgano sancionador (como se ha observado con 

los caso prácticos No. PSLOS-CPCH-DZ3-2020-015 y ARCSA -CZ3-PSE-2020-

002), lo que genera es que este accionar puede ser fundamento para que se determine 

una nulidad procesal que resultar en la anulación de un acto específico, de una etapa 

del proceso o incluso de todo el procedimiento judicial, en el caso determinado, la 

nulidad se produce por el incumplimiento al Art. 248 numeral 1 del Código Orgánico 

Administrativo, por lo tanto, la nulidad procesal busca corregir situaciones en las que 

las irregularidades han afectado de manera significativa la integridad del expediente 

administrativo. 
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5.2. RECOMENDACIONES 

 

 Se recomienda que la administración pública a través de personal especializado en 

derecho administrativo, implemente una serie de capacitaciones, seminarios y foros 

semestrales sobre las funciones del órgano instructor (investigación y recolección de 

pruebas dentro un procedimiento administrativo sancionador), el mismo que estará 

dirigido a los servidores y funcionarios públicos de Agencia Nacional de Regulación, 

Control y Vigilancia Sanitaria y la Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios 

de Salud y Medicina Prepagada; y, como parte final de estas capacitaciones se realice la 

toma de exámenes teniendo como calificación mínima 7 sobre 10 puntos, esto con la 

finalidad de determinar que los servidores comprendieron la temática.  

 

 En esta misma, línea, se recomienda que la administración pública a través de personal 

especializado en derecho administrativo, implemente una serie de capacitaciones, 

seminarios y foros semestrales sobre las funciones del órgano sancionadora (como 

motivar las resoluciones y los mecanismos de sanción), el mismo que estará dirigido a 

los servidores y funcionarios públicos de Agencia Nacional de Regulación, Control y 

Vigilancia Sanitaria y la Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y 

Medicina Prepagada; y, como parte final de estas capacitaciones se realice la toma de 

exámenes teniendo como calificación mínima 7 sobre 10 puntos, esto con la finalidad de 

determinar que los servidores comprendieron la temática. 

 

 Se recomienda que la Agencia Nacional de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria y 

la Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada, 

implemente un Manual Interno para el desarrollo del proceso administrativo 

sancionador, en el que se determine con claridad quien será el funcionario responsable 

del órgano instructor y quien será el funcionario responsable del órgano sancionador, 

permitiendo de esta manera que se ejerza la potestad sancionadora dispuesta en el Art. 

248 numeral 1 del Código Orgánico Administrativo.  

 

 Se recomienda que la administración pública realice de manera anual un taller intensivo 

sobre el tema de la nulidad procesal que puede ocurrir por la falta de separación de 

funciones, esto con la finalidad de encontrar soluciones a la problemática que está 

sucediendo por no cumplir con las disposiciones legales y en la medida de lo posible 

mitigar esta problemática que aqueja a los administrados, logrando el cumplimiento y 

garantía de los derechos fundamentales.  
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ANEXOS  

Guía de encuesta  

 

 

 

 

 

UNIVERSIDAD NACIONAL DE CHIMBORAZO 

FACULTAD DE CIENCIAS POLÍTICAS Y ADMINISTRATIVAS 

CARRERA DE DERECHO 

 

CUESTIONARIO  

Destinatario: Funcionarios del Departamento Jurídico de la Agencia Nacional de 

Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria; Funcionarios del Departamento Jurídico de la 

Agencia Aseguramiento de la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada; y, 

Abogados especialistas.  

 

Objetivo: Describir el ejercicio de la potestad sancionadora y su implicación en el principio 

de imparcialidad descrito como garantía del procedimiento según su naturaleza jurídica. 

 

Introducción: La presente encuesta tiene por objeto recabar información para la realización 

del proyecto de investigación titulado “El ejercicio de la potestad sancionadora 

administrativa y su implicación en el principio de imparcialidad como garantía del 

procedimiento” la misma que tendrá fines eminentemente académicos. 

 

Cuestionario 

 

Preguntas: 

1.- ¿ Conoce usted qué es la potestad sancionatoria administrativa? 

SÍ   (         )        NO      (         ) 

Explique__________________________________________________________________ 

_________________________________________________________________________ 

 

2.- ¿ Conoce usted cuál es el procedimiento administrativo sancionador? 

SÍ   (         )        NO      (         ) 

Explique__________________________________________________________________ 

_________________________________________________________________________ 

 

3.- ¿Sabe usted qué es el principio de imparcialidad como garantía del procedimiento 

administrativo sancionador? 

SÍ   (         )        NO      (         ) 

Explique__________________________________________________________________ 

_________________________________________________________________________ 
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4.- ¿Conoce usted cuáles son los elementos esenciales del principio de imparcialidad 

como garantía del procedimiento administrativo sancionador? 

SÍ   (         )        NO      (         ) 

Explique__________________________________________________________________ 

_________________________________________________________________________ 

 

5.- ¿Sabe usted la diferencia entre instrucción y sanción? 

SÍ   (         )        NO      (         ) 

Explique__________________________________________________________________ 

_________________________________________________________________________ 

 

6.- ¿Conoce usted qué es la función instructora en el procedimiento administrativo 

sancionador? 

SÍ   (         )        NO      (         ) 

Explique__________________________________________________________________ 

_________________________________________________________________________ 

 

7.- ¿Conoce usted qué es la función sancionatoria en el procedimiento administrativo 

sancionador? 

SÍ   (         )        NO      (         ) 

Explique__________________________________________________________________ 

_________________________________________________________________________ 

 

8.- ¿En la actualidad, dentro de su entidad cuentan con la separación de la función 

instructora y función sancionatoria? 

SÍ   (         )        NO      (         ) 

Explique__________________________________________________________________ 

_________________________________________________________________________ 

 

9.- ¿A su criterio, en caso de no existir la separación de la función instructora y la 

función sancionadora, puede ocasionar la vulneración del principio de imparcialidad? 

SÍ   (         )        NO      (         ) 

Explique__________________________________________________________________ 

_________________________________________________________________________ 

 

10.- ¿A su criterio, en caso de no existir la separación de la función instructora y la 

función sancionadora, puede ocasionar un vicio del procedimiento? 

SÍ   (         )        NO      (         ) 

Explique__________________________________________________________________ 

_________________________________________________________________________ 

 

 

Gracias por su colaboración  
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Caso práctico 1 ARCSA. 
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Caso práctico 2 ACESS.
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